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1.- SENTENCIA 377/2026, DE 10 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NÚM.: 
6333/2023 
Ponente: Excma. Sra. D.ª M.ª Ángeles Parra Lucán 
Votación y fallo: 25/02/2026 
 
Materia: Derecho de familia. Régimen económico matrimonial. Sociedad de 
gananciales. Interpretación y aplicación de los arts. 1357, 1354 y 1361 CC. 
Calificación como ganancial o privativa de la vivienda familiar adquirida por uno 
de los esposos antes de contraer matrimonio. En el momento de la compra, parte 
del precio se satisfizo con el dinero de un préstamo personal concertado por el 
adquirente y, además, la vendedora aceptó un aplazamiento de otra parte del 
precio. Durante la vigencia de la sociedad de gananciales se han pagado a la 
vendedora algunas de las cantidades aplazadas y también se han abonado 
algunas de las cuotas del préstamo concedido al adquirente. 
 

 «Puesto que a los efectos de los arts. 1357.II y 1354 CC la doctrina de la 

sala equipara las amortizaciones de la hipoteca solicitada para el pago del precio 

y los pagos de una compraventa a plazos, no se ve la razón por la que el 

tratamiento deba ser otro cuando se trata de un crédito o un préstamo personal 

destinado a pagar la vivienda y cuyas cuotas se han restituido después con 

dinero ganancial. 

 Así lo entendió la sentencia 210/1998, de 9 de marzo, al dispensar la 

misma solución que resulta de los arts. 1357.II y 1354 CC en un caso de un 

préstamo personal concedido por familiares, con la consecuencia de atribuir 

carácter ganancial a la vivienda adquirida de soltero por el marido en la 

proporción del dinero prestado por sus hermanos y que fue devuelto, después 

de la celebración del matrimonio, con cargo a fondos gananciales. 

 La aplicación del criterio legal a un supuesto que no está comprendido en 

el tenor literal del precepto guarda relación con la finalidad económica de la 

norma, que no es otra que favorecer al patrimonio común. Si se tratara de 

mantener el equilibrio entre los patrimonios, en lugar de aplicar el principio de 

subrogación que resulta de la remisión del art. 1357.II CC al art. 1354 CC, se 

declararía la privatividad de la vivienda (art. 1346.1.º CC), con reconocimiento 

de un derecho de reembolso a favor de la sociedad (art. 1358 CC). Este derecho 

de crédito, que no estaría dotado de garantía, difícilmente podría hacerse 

efectivo por el cónyuge titular de la vivienda sin venderla o sin pedir un préstamo. 

 Debe tenerse en cuenta que, con independencia de que se trate de un 

crédito personal o de un crédito hipotecario, la responsabilidad frente al 

prestamista es en los dos casos del prestatario. En los dos supuestos las cuotas 

pagadas constante matrimonio con dinero ganancial, y que determinan la cuota 

de ganancialidad de la vivienda, son de cargo de la sociedad, de conformidad 

con lo dispuesto en el art. 1362.3.ª CC (que establece a cargo de la sociedad de 

gananciales los gastos que se originen por la adquisición de bienes comunes). 

De ahí que, en la liquidación, no proceda ningún derecho de reembolso por estos 

importes. Si el cónyuge adquirente paga con sus propios bienes alguna cuota, 

en esa proporción, el bien no será ganancial sino privativo (art. 1354 CC)». Se 

estima parcialmente el recurso de casación. 



2.- SENTENCIA 453/2026, DE 19 DE MARZO. RECURSO DE CASACIÓN.  NÚM.: 
5245/2025 
Ponente: Excma. Sra. D.ª Raquel Blázquez Martín 
Votación y fallo: 25/02/2026 
 
Materia: Recurso por interés casacional procesal. Requisitos de admisión. 
Interpretación del art. 188.1.5º LEC. Criterios de ponderación de la decisión de 
suspensión. Consecuencias de la no suspensión de la vista de un juicio verbal 
de desahucio pese a la situación de enfermedad acreditada del abogado de los 
demandados. Nulidad de actuaciones. 
 

 «La interpretación sistemática del art. 188.1.5º LEC y de las restantes 

normas afectadas por la reforma del RDL 5/2023 (art. 134 y 179) abundan en las 

razones apuntadas. Así, el propio art. 188.1.5º LEC permite la justificación a 

posteriori de la enfermedad que surge en las 24 horas anteriores al acto procesal 

no suspendido, por lo que da a entender que la decisión de suspender el acto, si 

no se aprecian indicios dilatorios o de mala fe, debe ser la regla general incluso 

con defectos de justificación de la situación de enfermedad. Los arts. 134 y 179 

LEC permiten novedosamente la suspensión del curso del procedimiento por 

enfermedad del abogado y, en este segundo caso, la suspensión de trata como 

una decisión automática por decreto del LAJ si se justifican las circunstancias 

expresadas en dicho artículo. 

 3.5. Es especialmente relevante que la denegación injustificada de la 

suspensión se produzca durante la primera instancia, pues la celebración de la 

vista sin el abogado de una de las partes tiene una incidencia estructuralmente 

superior sobre el menoscabo del derecho a la tutela judicial efectiva, desde el 

momento en que la delimitación del objeto procesal, las excepciones procesales 

y/o de fondo y la práctica de las pruebas se concentran, por regla general, en 

esa primera instancia. 

 3.6. El TC ha considerado que la circunstancia de que quien demanda en 

amparo no hubiera expresado las alegaciones o argumentos jurídicos que 

hubiere utilizado en el acto de la vista, de haber podido asistir, no impide apreciar 

la indefensión, porque, aun si hubieran sido sustancialmente las mismas 

alegaciones contenidas en un trámite escrito, su exposición en la vista en forma 

oral, y en presencia del Tribunal, podría tener relevancia en sí misma, lo que, por 

lo demás, resulta coherente con el principio de oralidad previsto en el art. 120.2 

CE.  

 3.7. La propia doctrina de esta sala incide en la misma línea del TC, en el 

sentido ya indicado de que el derecho a la tutela judicial efectiva exige que las 

normas procesales relativas a las justas causas de incomparecencia sean 

interpretadas en el sentido que favorezca el ejercicio de la acción y la continuidad 

del proceso, salvo en supuestos patrológicos de abuso del derecho, mala fe 

procesal, actitudes carentes de la diligencia debida por parte del interesado, o, 

de forma excepcional, lesionadoras del derecho a la tutela judicial efectiva de la 

contraparte, de la garantía a un proceso sin dilaciones indebidas o a la 

regularidad, buen funcionamiento y, en definitiva, integridad objetiva del 

procedimiento (piénsese en la el ya mencionado ejemplo de reiteración de 

peticiones de suspensión)». Se estima parcialmente el recurso de casación. Esta 



sentencia incorpora el Voto Particular del Excmo. Sr. D. José Luis Seoane 

Spiegelberg. 

 

 

         Abril 2026. 
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